

SENTENCIA NÚMERO: DOSCIENTOS SESENTA Y SEIS
En la ciudad de Córdoba, a los veintidós días del mes de diciembre de dos mil quince, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "DÍAZ, HÉCTOR JOSÉ Y OTROS C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 1701996), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 164/164vta.).


Seguidamente se fijan las cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

1.- A fs. 164/164vta. la parte actora interpone recurso de apelación en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento setenta y uno del treinta de abril de dos mil catorce                    (fs. 161/162vta.), dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, mediante el cual se resolvió: "1.- Rechazar el recurso de reposición interpuesto y confirmar en todas sus partes el decreto recurrido. 2.- Declarar formalmente inadmisible el recurso de apelación deducido en forma subsidiaria. 3.- Sin costas…", confirmando de ese modo el primer decreto fundado suscripto por el Vocal de la Cámara a quo el diecisiete de marzo de dos mil trece (sic), que declaró: "Que la presente causa no corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa." (cfr. fs. 143/143vta.).

Concedido el recurso (A.I. Nro. 220 del 12/05/2014, fs. 166/166vta.), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 168).
2.- A fs. 170 se corre traslado a la apelante para que exprese los agravios, el cual es evacuado a fs. 171/184vta., solicitando se haga lugar al recurso interpuesto y, en consecuencia, se revoque el decisorio impugnado en lo que es materia de agravio.

El recurso admite el siguiente compendio:

Como primer agravio alega que es correcta la utilización de la vía reclamatoria prevista en los artículos 119 y 120 de la Ley 6658 como mecanismo hábil para agotar la vía administrativa en cuestiones contencioso administrativas.

Sostiene que la decisión de la Cámara que afirma que la única manera de agotar la vía ante un acto administrativo -general o particular- es por la interposición de un recurso y que el reclamo del artículo 119 de la Ley 6658 sólo tiene por objeto cuestiones que no constituyen materia contencioso administrativa, es equivocada y no se ajusta al ordenamiento vigente.

Asegura que los reclamos interpuestos en los términos del citado artículo 119 fueron formalmente admitidos por la Administración como vía hábil e idónea para impugnar actos administrativos a los fines de agotar la vía, pero fueron rechazados por su improcedencia sustancial.
Dice que según el artículo 120 de la mentada ley, la sola denegatoria del reclamo da por cumplida la carga de agotar la vía administrativa previa, con lo cual el Decreto Número 1291/13 dictado por la autoridad con facultad para decidir en última instancia -esto es el Gobernador de la Provincia- ratificó los actos administrativos impugnados (mandamientos mensuales de pago) con lo cual adquirieron la calidad de definitivos, últimos, y por ende, causan estado a los fines del artículo 1 de la Ley 7182.
Explica que no se trata aquí de una simple petición o reclamo para provocar la emisión de un acto administrativo sino de un medio habilitado por la ley procesal para impugnar los mandamientos de pago de la Pensión Héroes de Malvinas de los meses de agosto de 2012 y subsiguientes, hasta agosto 2013. Cita doctrina y jurisprudencia.
Postula que en el sistema normativo provincial no hay impedimento legal alguno para la utilización de la vía reclamativa de los artículos 119 y 120 de la Ley de Procedimientos, con lo cual se debe considerar configurada la materia administrativa en los términos del artículo 1 de la Ley 7182, máxime cuando ni en su articulado ni en ningún lado se ha establecido que no fuera hábil a tal fin.
Entiende que el artículo 77 de la Ley 6658 dispone que los recursos administrativos son medios de impugnación de actos de la Administración y su interposición siempre es necesaria a los fines del agotamiento de la vía cuando fueran procedentes conforme a la ley. Añade que el recurso no es el único y necesario medio impugnativo ya que existen otros autorizados.
Afirma que el artículo 1 inciso a) de la Ley 7182 debe ser interpretado coordinadamente con el artículo 6 ib. y con los artículos 77, 119 y 120 de la Ley 6658.

Señala que conforme lo establecido en el artículo 178 de la Constitución Provincial "Demandas contra el Estado", el régimen procesal administrativo provincial establece dos posibles vías: la recursiva y la reclamatoria.

Agrega que admitió la forma impugnativa propuesta por los administrados en uso de sus facultades, la que debe ser analizada a la luz de los principios de buena fe, división de poderes y teoría de los actos propios.

Concluye que el Poder Judicial no puede entrometerse en el funcionamiento específico de otro poder para valorar la procedencia de la vía administrativa elegida entre alternativas legalmente válidas. Cita doctrina.
Como segundo agravio acusa una incorrecta aplicación del derecho al exigir los extremos de la vía recursiva a la vía administrativa establecida por los artículos 119 y 120 de la Ley 6658.

Asegura que se equivoca la Cámara al encuadrar sus presentaciones como simples peticiones o reclamos dirigidos a obtener la emisión de un acto administrativo y no como verdaderas impugnaciones de los mandamientos mensuales de pago de la Pensión Héroes de Malvinas de los meses de agosto de 2012 y subsiguientes, siendo que el Decreto Número 1291/13 que rechazó su reclamo -al haber sido emitido por la autoridad para decidir en última instancia- causa estado, de modo que no está sujeto a recurso de reconsideración alguno.
Como tercer agravio alega que también resulta improcedente considerar a las impugnaciones presentadas como simples peticiones o reclamos y no como verdaderos recursos administrativos. 
Explica que tales reclamos fueron dirigidos a impugnar los actos administrativos concretos y de alcance individual consistentes en los mandamientos de pago.

Postula que por aplicación de los artículos 65 y 79 de la Ley 6658 la Administración bien pudo reconducir esas presentaciones como recursos de reconsideración, sin perjuicio de la nominación que el administrado les hubiera atribuido. Cita jurisprudencia.

Afirma que del contenido de esas presentaciones y del trámite impreso por la Administración surge que las mismas deben ser tratadas como "Recurso de reconsideración con jerárquico en subsidio", respecto de los mencionados mandamientos de pago de haberes. 
Dice que el Ministro de Desarrollo Social, es quien -por imperativo legal- está facultado para emitir la liquidación mensual de la Pensión, suscribiendo la Resolución Administrativa por la cual se ordena efectuar el pago del beneficio y la Tesorería es quien efectivamente realiza la transferencia del monto liquidado a la Caja de Ahorro de los beneficiarios.
Asevera que no obstante que la Administración nominó de manera incorrecta la presentación recursiva iniciada por su parte, ésta cumplió con todos los requisitos formales establecidos para la interposición, tramitación y resolución de los recursos y el correspondiente agotamiento de la vía administrativa, por lo que el procedimiento seguido alcanzó la finalidad buscada, lo que lo habilitaba a ocurrir judicialmente, tal como lo hizo. Cita doctrina y jurisprudencia.

A fin de considerar que los respectivos recursos de reconsideración y jerárquico interpuestos en contra de los mandamientos de pago han sido deducidos en término, señala que el Gobierno de la Provincia no confecciona ni entrega los recibos de haberes mensuales, sólo emite una resolución ministerial -que no es notificada a los administrados- por medio de la cual se liquidan y ordenan el abono de los beneficios de Seguridad Social.
Manifiesta que los beneficiarios reciben el depósito mensual en sus Cajas de Ahorro y toman conocimiento sólo de la existencia y materialidad del depósito bancario, sin que puedan saber cuál es el real contenido, motivación y fundamentación del acto administrativo, ni del período liquidado, lo que los coloca en una situación de indefensión. 

Añade que no puede considerarse el conocimiento del depósito bancario como hecho relevante hábil para subsanar la omisión de la notificación formal en los términos del artículo 59 de la Ley 6658 y para computar los plazos recursivos allí dispuestos. Dice que, en tal caso, los beneficiarios se notificaron en el mismo acto de las presentaciones de las impugnaciones administrativas.
Asevera que aun cuando se estime que la presentación de los recursos fue extemporánea, dicha situación tampoco es óbice para considerar habilitada la instancia judicial, por aplicación del nominado principio de retroacción del procedimiento administrativo consagrado por la Procuración del Tesoro de la Nación. Cita doctrina.
Expresa que la aseveración según la cual el Decreto Número 1291/13 como acto administrativo debió ser impugnado es incorrecta, puesto que los actos administrativos recurridos en reconsideración y jerárquico en subsidio fueron los mandamientos de pago mensuales de la Pensión, y con el dictado del mentado decreto que resolvió en instancia jerárquica, se agotó la vía administrativa.
Añade que ante un supuesto de duda razonable respecto de la procedencia de la vía recursiva que condiciona la configuración de la materia contencioso administrativa se torna operativo el principio pro actione, el que debe ser aplicado conjuntamente con el principio in dubio pro habilitate instantiae.

Como cuarto agravio manifiesta que se incurre en una violación del principio de tutela judicial efectiva cuando se considera que respecto del Decreto Número 1291/13 debía interponerse el recurso de reconsideración a los fines de agotar la vía administrativa, pues ello constituye un ritualismo inútil. Cita doctrina.

Explica que si el Poder Ejecutivo Provincial ha resuelto sistemáticamente más de quinientas presentaciones de idéntico tenor y tramitadas de la misma manera, las que fueron rechazadas por ser sustancialmente improcedentes mediante un decreto provincial que fue debidamente notificado, sería un ritualismo inútil exigir a los administrados que sometan a reconsideración del Gobernador un asunto en el cual ya ha manifestado su posición.
Por último, mantiene la reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).

3.- A fs. 185 se corre traslado al Señor Fiscal General de la Provincia, quien lo evacua a        fs. 186/189vta. pronunciándose por el rechazo del recurso interpuesto (Dictamen CA                 N° 12020, de fecha 05 de noviembre de 2014).

4.- A fs. 190 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 191 y 193), deja la presente causa en condiciones de ser resuelta.

5.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, contra una decisión definitiva dictada en primera instancia y por parte legitimada, razón por la cual corresponde su tratamiento (arts. 43 y ss. de la Ley 7182).
6.- El resolutorio de primera instancia contiene una adecuada relación de la causa, la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración (art. 329 del C.P.C. y C.).
7.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos la Cámara a quo rechazó el recurso de reposición interpuesto por la parte actora y confirmó el primer decreto fundado suscripto por el Presidente del Tribunal de fecha diecisiete de marzo de dos mil trece, que declaró que la presente causa no integraba la competencia del Tribunal (fs. 143/143vta.) por cuanto no se habían interpuestos los recursos necesarios para obtener de la autoridad competente de última instancia el reconocimiento o denegación del derecho reclamado, en virtud de lo cual, no se concurre con un acto administrativo que cause estado respecto del que se haya agotado la vía administrativa (art. 178 C.P., de conformidad a lo establecido por los artículos 1° inciso "a" y 6 de la Ley Nro. 7182).
Para así decidir, la Cámara señaló que contra el acto del Señor Gobernador de la Provincia que rechazó el reclamo administrativo, la parte actora debió oponer el recurso de reconsideración previo a deducir la demanda contencioso administrativa -arts. 77 y 80 de la Ley 6658- (fs. 143).


Contra tales razones alza su embate la parte recurrente en los términos reseñados, peticionando que se revoque el decisorio impugnado y se habilite la instancia contencioso administrativa, habida cuenta de que el pronunciamiento extremó las exigencias formales, valoró erróneamente las circunstancias del caso e impidió el ejercicio de su derecho de acceso a la Justicia al soslayar que se utilizó uno de los mecanismos útiles previstos en la ley a tal fin (fs. 171vta./184).
8.- Lo acertado de la decisión del Tribunal a quo se corrobora, a poco de confrontar sus premisas fácticas con las constancias objetivas del caso, las que dan cuenta de que:

a) Con fecha tres, cuatro, cinco y diez de junio de dos mil trece los actores formularon un "Reclamo Administrativo" en los términos del artículo 119 y concordantes de la Ley 6658 -Cap. XVIII, Regímenes de demandas judiciales contra la Provincia- ante el Ministro de Desarrollo Social a los fines de que se incorpore en el haber mensual de su "Pensión Héroes de Malvinas" (Ley 9223/05 y sus modificatorias), el incremento otorgado a los jubilados provinciales (Leyes Nro. 8024, t.o Decreto Nro. 40/09 y Nro. 10078 y Dec. Regl.                  Nro. 870/12) consistente en un Complemento Previsional Solidario establecido para garantizar la percepción del Haber Previsional Mínimo, con retroactividad a la fecha de la entrada en vigencia de la Ley 10078 (09/08/2012) que lo creó y hasta el mes de agosto de dos mil trece.

Asimismo, peticionan el pago de los aguinaldos correspondientes a dicho haber pensionario con retroactividad a la fecha de vigencia de la Ley 9371 (09/04/2007), toda vez que por dicha normativa, el subsidio adquirió el carácter de pensión, con más los intereses de ley desde la fecha del devengamiento de las sumas reclamadas y hasta su efectivo pago (cfr. copias incorporadas a fs. 27/105).
b) El Poder Ejecutivo Provincial con fecha veintiséis de noviembre mil de dos trece dictó el Decreto Número 1291, por el cual -teniendo en cuenta lo dictaminado por la Dirección General de Asuntos Legales del Ministerio de Desarrollo Social y por la Fiscalía de Estado en casos análogos- rechazó los reclamos presentados por los accionantes, considerando que eran sustancialmente improcedentes (cfr. fs. 24/26).

c) El cinco de febrero de dos mil catorce, los actores interpusieron la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción a fin de que se declarase la ilegitimidad y nulidad del Decreto Número 1291/13 por ser contrario a derecho (cfr. fs. 1/15vta.).

9.- Sabido es que la competencia del Tribunal es de orden público por lo que es deber insoslayable averiguar si se han cumplido los presupuestos procesales que lo hacen viable. La Constitución de la Provincia de Córdoba, en el artículo 178 declara que "El Estado, los Municipios y demás personas jurídicas públicas pueden ser demandadas ante los tribunales ordinarios sin necesidad de formalidad ni autorización previa de la Legislatura y sin que en juicio deban gozar de privilegio alguno.

La actuación del Estado, los Municipios y demás personas jurídicas públicas en el ejercicio de la función administrativa, quedan sometidos al control judicial de acuerdo con lo que determine la ley de la materia y sin otro requisito que el interesado haya agotado la vía administrativa". La Ley 7182 -dictada en consecuencia del precepto constitucional transcripto- ha establecido específicamente los presupuestos procesales que los justiciables deben satisfacer como condición de admisión de la acción contencioso administrativa.

En armonía con esos principios, en el propio seno de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la jurisprudencia actualmente vigente admite la posibilidad de la declaración de oficio de la inhabilitación de la instancia judicial.

Así en la causa "G. 1530. XXXII - RECURSO DE HECHO - Gorordo Allaria de Kralj, Haydée María c/ Estado Nacional (Ministerio de Cultura y Educación)" -Fallos 322:73- precisó que: "7°) Que para que el órgano jurisdiccional pueda examinar en cuanto al fondo la pretensión que ante él se deduce es preciso que concurran ciertas circunstancias establecidas por el derecho procesal conocidas como requisitos o presupuestos procesales. El examen de estos recaudos, que condicionan la admisibilidad de la pretensión, puede ser efectuado no sólo a requerimiento de la demandada, sino también, dada su naturaleza, en una etapa preliminar en la cual el juez puede desestimar oficiosamente la demanda (art. 337 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), sin que por ello se convierta en el intérprete de la voluntad implícita de una de las partes ni se altere el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria.

8°) Que en lo que respecta al proceso contencioso administrativo el actor, además de las condiciones de admisibilidad establecidas en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debe cumplir con aquellos requisitos específicos de este tipo de proceso previstos en el título IV de la ley 19.549, cuyo cumplimiento en cada caso concreto el juez está facultado a verificar.


9°) Que, por lo demás, la revisión de oficio in limine litis de los requisitos de admisibilidad antes de correr traslado de la demanda también está establecida en diversas leyes federales que regulan procesos contencioso administrativos especiales (art. 3 de la ley 16.986, de amparo; arts. 84 y 85 de la ley 11.683, de procedimiento para la aplicación, percepción y fiscalización de impuestos; arts. 1175 y 1176 de la ley 22.415, Código Aduanero, y arts. 1 y 2 del decreto-ley 14.715, régimen de contestación de demandas del Banco Central) y en la mayoría de los códigos procesales administrativos provinciales (Buenos Aires, art. 36 de la ley 2961; Catamarca, art. 22 de la ley 2403; Córdoba, arts. 11 y 20 de la ley 7182; Corrientes, arts. 58 y 59 de la ley 4106; Chaco, art. 32 de la ley 848 modificada por la ley 4051; Entre Ríos, art. 45 de la ley 7061; Formosa, art. 45 de la ley 584; Jujuy, art. 34 de la ley 1883, modificada por la ley 4141; La Pampa, art. 29 de la ley 952; La Rioja, art. 43 de la ley 4243; Mendoza, art. 38 de la ley 3918 modificada por la ley 4232; Neuquén, art. 39 de la ley 1305; Salta, art. 34 de la ley 793; Santiago del Estero, art. 33 de la ley 2297; Tierra del Fuego, art. 30 de la ley 133 y Tucumán, art. 30 de la ley 6205)..." (énfasis agregado).

Esta doctrina favorable a la revisión de oficio de los presupuestos de admisibilidad de la acción procesal administrativa ha sido actualizada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en diversos pronunciamientos y diferentes marcos normativos que regulan los presupuestos de admisión de la acción contencioso administrativa en cada una de las normas adjetivas y códigos procesales aplicables, descartando la configuración de un menoscabo o lesión a las garantías federales respecto de decisiones judiciales que se han limitado a resolver que la actora no agotó debidamente la vía administrativa previa (cfr. verbigracia, "Ramírez, Andrés Lionel c/ Estado Nacional - Secretaría Presidencia de la Nación s/ empleo público" del 28 de abril de 2009; "E.D.E.M.S.A. c/ E.N.A. y M.E.O.S.P.N. s/ cobro de pesos" de fecha 4 de agosto de 2009).

10.- La jurisprudencia constante de los Tribunales del Fuero, reiterada en muchas ocasiones por este Tribunal Superior de Justicia (Sentencias Nro. 22/1997 "Álvarez, Antonio..."; Nro. 1/1998 "Quevedo, Miguel Ángel…" y Nro. 59/1998 "FETAP…", entre otras), ha entendido que la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (A.A.I.I. Nro. 12/1982 "Sodicor..."; Nro. 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros) o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (A.A.I.I. Nro. 212/1982 "Bustos de Sabena...", Nro. 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", Nro. 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", Nro. 350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que pueda ser recurrida por la vía contencioso-administrativa; si desaparece la "posibilidad" de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme (cfr. FIORINI, B.A. ¿Qué es el Contencioso?, Capital Federal 1965, págs. 216/217).
11.- Desde esta proyección conceptual, la atenta lectura del recurso interpuesto permite inferir con claridad que los agravios esgrimidos por la apelante traducen una mera discrepancia con lo fundadamente resuelto por el Tribunal a quo, con argumentos que han permanecido incólumes frente a la crítica impugnatoria.

En efecto, la parte impugnante ha dejado indemnes las razones expuestas por el Señor Fiscal de Cámara -que el Tribunal hizo suyas- en cuanto a que los argumentos dados en el recurso no son suficientes para desvirtuar la legitimidad de la resolución que la agravia desde que "En el sub lite, frente al Decreto n° 1291/13 del Sr. Gobernador que rechazó el reclamo de los actores, se debió interponer recurso de reconsideración conforme lo establece el art. 80 de la L.P.A. para obtener un acto administrativo que "cause estado" y reúna las calidades de "definitivo", "último" y "denegatorio" para su revisión en sede judicial…", siendo que "En nuestro sistema jurídico provincial no existe otro modo de agotar la vía administrativa frente a un acto administrativo -general o individual- que la interposición de un recurso…", razón por la cual, el reclamo presentado en los términos del artículo 119 de la Ley 6658 sólo tiene por objeto cuestiones que no constituyen materia contencioso administrativa (fs. 162).
Al respecto, cabe recordar que constituye un principio cardinal de nuestro proceso contencioso que la revisión judicial de los actos administrativos debe estar necesariamente precedida del autocontrol que permite que la Administración rectifique o ratifique sus propios actos, y en razón de ello, el artículo 1 inciso a) de la Ley 7182 impone como presupuesto procesal que cuando se impugne un acto administrativo, se exija que éste cause estado en razón de haberse agotado a su respecto las instancias administrativas.

Sabido es que el acto que causa estado, es un acto administrativo definitivo (art. 77, L.P.A.) contra el cual se han interpuesto, en tiempo y forma, todos los recursos necesarios a fin de agotar la vía, cumplimentando de tal forma lo dispuesto por el citado artículo 178 de la Constitución Provincial.
El nuevo texto constitucional, producto de la reforma de 1987, asigna significativa confianza al procedimiento administrativo y en razón de ello, el precepto constitucional impone la necesidad de "agotar la vía administrativa", como paso previo al control judicial de la actuación del Estado, los Municipios y demás personas jurídico-públicas, en el ejercicio de la función administrativa.

Como expresa el Convencional Constituyente Trettel Meyer: "…la segunda garantía que le acuerda la Constitución al administrado es la del procedimiento administrativo a que debe sujetarse toda actividad del Estado cuando ejerce función administrativa... y cuando es función administrativa cualquiera sea el poder que la ejerza cae dentro del derecho público, está sujeta al control de la función judicial... a través de las acciones contencioso administrativas" (Diario de Sesiones, Convención Provincial Constituyente, T. II, págs. 1.009 y ss.). También ha manifestado el citado convencional que: "Así entendido el proceso contencioso administrativo, se constituye entonces en el medio adecuado a través del cual se ejerce el control judicial de la administración, previo la reclamación administrativa del interesado en obtener una decisión definitiva de aquélla. Cuando la actuación del Estado o de los Municipios cae bajo la regulación del derecho privado, son demandados ante los Tribunales ordinarios, sin necesidad de formalidad alguna, ni autorización previa de la Legislatura y sin que en el juicio deban gozar de privilegio alguno" (Diario de Sesiones, T. II, p. 1.008).

12.- La Ley 6658 en el CAPITULO XVIII -Régimen de demandas judiciales contra la Provincia- regula el Reclamo administrativo previo para demandar judicialmente a la Provincia en los siguientes términos: "Artículo 119. Para demandar judicialmente a la Provincia, es facultativo del accionante efectuar reclamo administrativo previo, dirigido al Poder Ejecutivo por conducto del Ministerio que corresponda.

En caso de optarse por tal reclamo, será imprescindible que se concluya con su trámite antes de interponer la demanda judicial. El reclamo versará sobre los mismos hechos y derecho que se invocarán en la eventual demanda judicial, y será resuelto por el Poder Ejecutivo, previa vista al Fiscal de Estado.

El reclamo previo a la demanda judicial será necesario cuando así haya sido libremente convenido, o cuando normas especiales así lo dispongan (énfasis agregado).

El artículo 120 -Término para resolver sobre el reclamo previo- establece que: "El reclamo deberá resolverse dentro de los sesenta (60) días de formulado. Vencido este plazo, el interesado podrá requerir pronto despacho. Si transcurrieren otros veinte (20) días sin producirse resolución, el interesado podrá accionar directamente ante los Tribunales acreditando el transcurso de dichos plazos.".
Desde ese marco normativo, es jurisprudencia consolidada de este Tribunal, que la reclamación administrativa previa -dispuesta con carácter optativo en tales preceptos- no es aplicable cuando se intenta lograr la habilitación de la instancia contencioso administrativa (cfr. Autos Nro. 266/1978 "Medina Félix Enrique c/ Superior Gobierno de la Provincia", 185/1979 "López, Ramón Antonio c/ Superior Gobierno de la Provincia" y 298/1980 "Otazúa, Nicolás Hermenildo c/ Dirección Provincial de Vialidad").
De conformidad a tal criterio, en el citado precedente "Medina…" se especificó que si bien en la Ley 5350 (B.O.P. 24/04/1972) originariamente no se imponía necesariamente la debida interposición del recurso de reconsideración para satisfacer el requisito de los artículos 1 y 6 del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo, la reforma introducida por la Ley 5983 (B.O.P. 03/01/1977) antes de la sanción del texto ordenado 6658 (B.O.P. 24/11/1981) fue clara al establecer su obligatoriedad como regla general (art. 83 reformado, hoy art. 87 de la Ley 6658).
El actual artículo 87 ib. contiene una disposición expresa que no deja lugar a dudas acerca de la procedencia del recurso de reconsideración como "recurso necesario" que debe ser interpuesto a los fines de agotar la vía administrativa en los términos de los artículos 1 y 6 de la Ley 7182 y obtener así, un acto que "cause estado", incluso cuando se trata de actos de la autoridad superior con facultad para decidir en última instancia, salvo los casos excepcionales previstos en la norma por remisión concreta al artículo 82 de la misma normativa procesal.
En razón de ello, si el acto recurrido emana de la autoridad con facultad para resolver en última instancia (Gobernador o Ministros), basta la reconsideración para agotar la vía administrativa, pues una vez dictado el acto denegatorio queda expedito el control contencioso administrativo.
No obstante, adviértase que nuestro sistema procesal provincial prevé que si en este caso, la autoridad que debe resolver no se pronuncia expresamente, se podrá considerar la existencia de la denegatoria presunta -previa presentación en término del "pronto despacho" (art. 70, Ley 6658, en concordancia con el art. 7 de la Ley 7282)- que habilita la vía contencioso administrativa.

Tales preceptos legales excluyen de manera categórica la posibilidad de que el administrado pueda recurrir a la vía de la reclamación previa si lo que pretende es acceder a la jurisdicción especial para obtener la revisión judicial de una decisión administrativa que, a su entender, resulta perjudicial a sus derechos e intereses.

De conformidad a una correcta interpretación del sistema procesal provincial, se ha sostenido que "…El instituto de "reclamación administrativa previa", previsto en el Capítulo XVIII, tiene carácter facultativo. Constituye un paso previo para demandar a la Administración con motivo de su relación en situaciones jurídico privadas. Téngase presente que la personalidad del Estado es única; empero, puede actuar en el campo del derecho público o privado; es decir, como sujeto de una relación jurídico pública o privada. En este último supuesto se somete a la jurisdicción ordinaria previo reclamo optativo (expropiaciones, alquileres, responsabilidad, etc.)…" (cfr. de mi autoría, Procedimiento Administrativo en Córdoba, El Derecho administrativo en reflexión, Ed. RAP, Buenos Aires 2011, pág. 41, énfasis agregado).

Es que, la "reclamación administrativa previa" responde más a la teoría de la demandabilidad del Estado que a la cuestión de la jurisdicción contencioso administrativa, desde que no es susceptible de representar instancia alguna previa "necesaria" para acceder a la revisión judicial propia del fuero.
De esta manera, el sistema provincial regula dos vías diferentes que no resultan alternativas ni mucho menos sucesivas, pues responden a casos diversos y excluyentes entre sí. La primera es la impugnatoria o recursiva obligatoria a los fines del agotamiento de la vía administrativa para acceder a la jurisdicción especializada cuando está en juego la revisión de una decisión administrativa. La segunda es del reclamo administrativo previo facultativo cuando se pretende acceder a la jurisdicción ordinaria, por lo que, en modo alguno se puede interpretar que la ley confiere dos vías opcionales disponibles indistintamente para los administrados.
En tales condiciones, la reclamación administrativa no será susceptible de producir de manera alguna una decisión que cause estado, porque la resolución que podría dictarse no se relaciona con ninguna decisión previa recurrible técnicamente. 
Adviértase que en el orden nacional de conformidad a las prescripciones de la Ley Nacional de Procedimiento Administrativo, la doctrina especializada reconoce que el requisito del agotamiento de la vía administrativa como presupuesto de la acción procesal admite dos modulaciones. Por un lado, la nominada vía impugnativa "…que tiene relación con la impugnación judicial de actos administrativos, para lo cual resulta necesario el agotamiento de la vía administrativa a través de la interposición de un recurso administrativo específico…", y la llamada vía reclamatoria que "…se relaciona con aquellas pretensiones que no tengan por objeto la impugnación judicial de actos administrativos ni reglamentos, solicitando el particular un pronunciamiento de la administración para el reconocimiento de un derecho…" (cfr. CANOSA, Armando, Procedimiento administrativo: Recursos y Reclamos, Edit. Abeledo Perrot, Buenos Aires 2008, págs. 140/141).
En sentido similar, la Ley de Rito que regula las impugnaciones administrativas en la Administración Provincial, dispone que la interposición del recurso de reconsideración es necesaria a los fines de agotar la vía administrativa. La misma ley excluye la posibilidad de sustituir su obligatoriedad mediante la reclamación administrativa regulada en el citado artículo 119 que tiene una finalidad distinta y cuyo planteo -a los fines de obtener la habilitación de la instancia para la revisión judicial de actos administrativos- resulta improcedente, tal como los juzgó la Cámara.


Es que, en el sistema contencioso administrativo de Córdoba, al igual que en el resto del país, debe procurarse el agotamiento de la vía administrativa hasta llegar a la autoridad con facultad para resolver en última instancia. Su objeto no es sólo evitar el efecto sorpresa, sino -en esencia- responsabilizar a los órganos superiores que en definitiva son los primeros responsables de las consecuencias ulteriores. Estos últimos, pueden evitar la revisión judicial haciendo lugar a los recursos cuando corresponda o fundando mejor los actos denegatorios susceptibles de control jurisdiccional.
En principio, el custodio máximo de la organización o su nivel inmediato inferior, deben tener la posibilidad de evitar el pleito o al menos tener conocimiento de su interposición (cfr. de mi autoría, "La Materia contencioso administrativa en la Ley Reguladora del Proceso Contencioso Administrativo de la Provincia de Córdoba" en El derecho administrativo en reflexión, Primera Ed., RAP, Buenos Aires 2011, pág. 141).

De allí entonces, que los agravios expuestos por la recurrente en orden a que -según su entender- en el sistema normativo provincial no hay impedimento legal alguno para que se utilice la vía reclamatoria de los artículos 119 y 120 de la Ley 6658 a los fines de agotar la vía administrativa, no son de recibo desde que constituyen una interpretación parcializada de la manda constitucional que soslaya la verdadera interpretación jurídica de los preceptos involucrados (arts. 1 inc. a) de la Ley 7182, en concordancia con el 6 de la misma y 77, 78, 80 y 87 de la Ley 6658).


13.- Como corolario de lo expuesto, tampoco es de recibo el agravio relativo a que la Cámara equivocadamente encuadra las presentaciones como simples reclamos y no como verdaderas impugnaciones de los actos administrativos preexistentes -esto es, los mandamientos mensuales de pago de la Pensión Héroes de Malvinas a partir de los meses de agosto del año dos mil doce y subsiguientes- ni que -por ende- el Decreto Número 1291/13 causa estado a los fines del agotamiento de la vía administrativa no siendo susceptible de recurso de reconsideración alguno.
Tal como surge de las presentaciones administrativas, la accionante hizo su reclamación ante la demandada en los términos del artículo 119 de la Ley 6658 y adujo su "procedencia formal", lo cual fue ratificado posteriormente en el recurso de reposición deducido en contra del proveído de la Cámara que inhabilitó la instancia (cfr. fs. 145vta.).
14.- Sin perjuicio de lo expuesto, adviértase que este Tribunal Superior de Justicia ha sostenido en reiterados pronunciamientos la imprescriptibilidad del derecho para acceder a un beneficio, no así respecto a la prestación que lo integra, la cual es de naturaleza económica, y se traduce en el cobro periódico de una suma de dinero, que no inviste tal calidad y que, por lo tanto, importa que las diferencias de haberes derivadas del mismo sean disponibles y renunciables por los beneficiarios y además se hallen comprendidas por el instituto de la prescripción (cfr. Sala Cont. Adm., Sentencias  "Amado, Filomena A… ." Nro. 16/1981; "Acosta, Carlos O… ." Nro. 5/1988; "García, María Esther…" Nro. 47/2002; "Luque, Eusebio Leonsio…" Nro. 67/2003, entre muchas otros). 

En razón de ello, y sin perjuicio de la resolución que quepa sobre la cuestión de fondo, es dable advertir que la solución adoptada no enerva que los accionantes puedan hacer un nuevo reclamo administrativo y agotar la instancia administrativa de conformidad al esquema legal que verdaderamente resulta aplicable en la especie -Leyes 6658 y 7182-, según las pautas desarrolladas en el presente decisorio.
15.- Finalmente, en orden a la alegada violación del principio a la tutela judicial efectiva en razón de la falta de cumplimiento de recaudos formales que constituyen un ritualismo inútil y que le impedirían el acceso a la jurisdicción, cabe puntualizar que el agravio resulta igualmente inadmisible por cuanto la recurrente se limita a aducirlo, sin que haya podido desvirtuar las constancias objetivas de la causa, las que resultan demostrativas del acierto de la conclusión a la que arribó el Tribunal a quo. 


En efecto, tal como reiteradamente he sostenido como integrante de la Excma. Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (A.I. N° 455/94 "Cividanes, Adolfo c/ Caja de Jubilaciones..."), el derecho a la tutela judicial efectiva comprende el de obtener una decisión fundada en derecho, resolución que será de fondo, sea o no favorable a las pretensiones formuladas, siempre que concurran los requisitos procesales para ello.

Dicha tutela debe considerarse satisfecha con la obtención de una resolución fundada en derecho, que puede ser de inadmisión o desestimación para algún motivo formal cuando concurra alguna causa legal y así lo acuerde el Tribunal en aplicación razonada de la misma (GONZALEZ PEREZ, J., El derecho a la tutela jurisdiccional, Ed. Civitas, 1984, págs. 30 y sgtes.).


En consecuencia, tratándose de un proceso especial donde el artículo 11 de la Ley de la Materia establece que "antes de dar trámite a la demanda" el Tribunal debe verificar la concurrencia de los requisitos legalmente exigidos entre los que se encuentra el que se aduce omitido, el cumplimiento de tal deber en manera alguna puede constituir un "excesivo rigor formal" en los términos del agravio.

16.- Como corolario de todo lo señalado, corresponde no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el representante de los actores en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento setenta y uno de fecha treinta de abril de dos mil catorce dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (fs. 161/162vta.) y en consecuencia, confirmar el proveído dictado por el mismo Tribunal el diecisiete de marzo de dos mil catorce (fs. 143/143vta.) en cuanto declaró que la presente causa no corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

17.- Tratándose de un recurso interpuesto en etapa de habilitación de instancia, no corresponde imponer costas, dado la inexistencia de parte vencida, sin perjuicio del derecho a honorarios que pudiera corresponder al profesional interviniente, los que serán a cargo de sus comitentes.

Así voto.-
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el representante de los actores (fs. 164/164vta.) en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento Setenta y uno dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, el treinta de abril de dos mil catorce (fs. 161/162vta.), sin imposición de costas (art. 11, Ley 7182).


II) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Rodrigo Ordoñez -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..

Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,

RESUELVE:


I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el representante de los actores (fs. 164/164vta.) en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento Setenta y uno dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, el treinta de abril de dos mil catorce (fs. 161/162vta.), sin imposición de costas (art. 11, Ley 7182).


II) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Rodrigo Ordoñez -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..
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